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IV. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 

Tanto en la normativa ambiental que ha emergido en este periodo, como en la doctrina constitucional y jurisprudencia, cabe resaltar, como viene siendo habitual en los últimos tiempos, un movimiento hacia la centralización de las competencias en manos del Estado, así como hacia la armonización de la legislación en torno al Derecho Comunitario y a la legislación básica estatal. A nivel autonómico, es especialmente resaltable la importante Ley de Prevención y Protección Ambiental aragonesa, imbuida del mismo ánimo armonizador que está ocasionando que todas las leyes autonómicas sean extremadamente parecidas. 
1. Estado

- Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales (BOE núm. 293, de 4 de diciembre de 2014). 

La nueva Ley de Parques Nacionales sustituye a la Ley 5/2007, de 3 de abril, de la Red de Parques Nacionales, de la cual toma buena parte del articulado, actualizándolo y adaptándolo en el sentido de hacer la figura del Parque Nacional más participativa y abierta a la sociedad mediante los principios de colaboración, coordinación y cooperación (art. 1 y 2). 

Respecto a la declaración de un parque (Título II), la norma es exigente con los requisitos que debe cumplir un territorio para ser declarado parque nacional, de forma que solo algunos territorios excepcionales puedan merecer esta declaración. Tales requisitos incluyen la necesaria representación notoria de alguno de los grandes sistemas naturales previstos en los Anexos, tener una superficie continua, no fragmentada, de 5.000 hectáreas en parques terrestres o marítimo-terrestres insulares y 20.000 hectáreas en los peninsulares o en aguas marinas. El territorio debe estar ocupado en su mayor extensión por formaciones naturales sin aprovechamientos agrícolas, forestales o hidráulicos ni actividades extractivas o elementos artificiales que alteren su paisaje, y no puede existir suelo urbanizado ni susceptible de transformación urbanística (art. 6). 

La declaración lleva aparejada la utilidad pública o el interés social de las actuaciones necesarias para la consecución de sus objetivos (art. 7.1). Se consideran incompatibles la pesca deportiva y recreativa y la caza deportiva y comercial, así como la tala con fines comerciales (art. 7.3). El suelo del parque nacional no podrá ser susceptible de urbanización ni edificación (art. 7.6). 

Respecto al proceso de declaración, en él se manifiesta la apertura de esta norma al pluralismo participativo, ampliándose la iniciativa tanto al Gobierno de la Nación como a la Comunidad o Comunidades Autónomas donde se encuentre comprendido el espacio y articulando el procedimiento de declaración de manera que ambas administraciones intervengan, prescribiendo informe favorable del Consejo de la Red y posterior declaración mediante Ley de las Cortes Generales (art. 8). 

La pérdida de la condición de parque nacional se efectuará por Ley de las Cortes Generales y solo podrá fundamentarse en el deterioro grave de su estado de conservación (art. 12). Se prevé también la declaración del estado de emergencia por catástrofe medioambiental, por parte del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (art. 13). 

Respecto a la planificación (Título IV), se prevé el Plan Director de la Red de Parques Nacionales como máximo instrumento de planificación y se le asigna carácter básico (art. 19). Se simplifica su procedimiento de elaboración y se potencian los efectos de las directrices básicas de conservación, que tienen la consideración de directrices para la ordenación de los recursos naturales

Se refuerza el papel de los Planes Rectores de Uso y Gestión, que deberán ajustarse al Plan Director y prevalecerán sobre el planeamiento urbanístico (art. 20). 

El Título V se refiere a la gestión, que corresponde directamente a las Comunidades Autónomas en los parques nacionales terrestres o marítimo-terrestres y al Estado en los parques nacionales sobre aguas marinas (art. 21). No obstante, el Estado se reserva la posibilidad de intervenir excepcionalmente en parques terrestres o marítimo-terrestres cuando disponga de datos fundados de que el parque nacional se encuentra en un estado de conservación desfavorable y los mecanismos de coordinación no resulten eficaces para garantizar su conservación (art. 22). Los requisitos mínimos que han de concurrir para determinar un estado de conservación desfavorable se fijarán en el Plan Director. 

Se atribuye igualmente al Estado la gestión de la Red de Parques Nacionales (art. 23). Y al Estado corresponde también, conforme a la doctrina constitucional, la potestad de coordinación, que es lo que justifica la elaboración de la presenta norma. Es novedad la creación de dos órganos dedicados a la coordinación y la colaboración: la Comisión de Coordinación en cada uno de los parques nacionales supraautonómicos (art. 26) y un Comité de Colaboración y Coordinación que reunirá periódicamente a los responsables técnicos de todos los parques junto con los de la Red (art. 25). No existe representación local en tales organismos. 

Más allá, la gestión corresponde a las Comunidades Autónomas, conforme a la legislación básica del Estado: la presente Ley, así como el Real Decreto por el que se aprueba el Plan Director de la Red como instrumento de planificación de mayor rango y las leyes declarativas de cada parque nacional. 

Respecto a los órganos consultivos (Título VI), el Consejo de la Red de Parques Nacionales continúa siendo el órgano consultivo de mayor rango, presidido por el Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (art. 27). La implicación social en la gestión de los Parques se intenta potenciar mediante un impulso de la figura de los Patronatos, tratando de incluirse en la gestión del espacio a los sectores y colectivos interesados y el apoyo de la población local residente. El Patronato es el órgano consultivo de cada parque nacional, y en él están representados los entes locales afectados, así como los agentes sociales de la zona los propietarios públicos y privados de terrenos incluidos en el parque, aquellas instituciones, asociaciones y organizaciones relacionadas con el parque o cuyos fines concuerden con los principios inspiradores de la presente ley, además de por las administraciones públicas, existiendo una composición paritaria entre el número de representantes de la Administración General del Estado y el de las comunidades autónomas (art. 24). 

Se crea también el Comité Científico de Parques Nacionales (art. 28), cuya función es el asesoramiento científico sobre cualquier cuestión planteada por el Organismo Autónomo Parques Nacionales. 

En cuanto a la financiación (Título VII), se prevé como novedad la financiación mediante recursos privados, mediante el impulso de instrumentos público-privados que permitan la incorporación de recursos financieros adicionales para la gestión de la Red de los Parques Nacionales (art. 30.4). 
Otra novedad es la previsión de actuaciones puntuales singulares sobre los Parques Nacionales, mediante la puesta en marcha de programas piloto que persigan una activación económica sostenible y a la vez un efecto social demostrativo en la Red (art. 32). 

El Título X se dedica a la Proyección y participación social, y como novedad, reconoce a los titulares de derechos en los parques nacionales capacidad para desarrollar actividades económicas o comerciales, en especial las relacionadas con el uso público o el turismo rural (art. 36.2). 
- Ley 33/2014, de 26 de diciembre, por la que se modifica la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado (BOE núm. 313, de 27 de diciembre de 2014). 

En esta nueva modificación de la Ley de Pesca Marítima se procede a una reforma de los siguientes aspectos de importancia medioambiental. 

Respecto a la política de conservación y protección de recursos pesqueros, se mejora la definición de los objetivos y finalidades de las Reservas Marinas, incluyéndose no solo la regeneración de recursos pesqueros, sino también la preservación de su riqueza natural y la conservación de especies marinas y recuperación de ecosistemas. Se introduce también un artículo específico sobre la autorización de arrecifes artificiales (art. 15 bis), dado su impacto en los recursos pesqueros. Finalmente, se adapta la regulación de las comunicaciones y declaraciones al derecho comunitario, significando fundamentalmente la utilización de medios electrónicos para el registro y la transmisión de documentos como la declaración de desembarque o el diario de pesca. 

Desaparece el antiguo Censo de Buques de Pesca Marítima y el Registro de Buques (antiguos arts. 22 y 57), creándose un sistema único: el Registro General de la Flota Pesquera (art. 57). En seguimiento de la Sentencia del Tribunal Constitucional 166/2013, de 7 de octubre, este Registro incluirá tanto buques faenando en aguas exteriores como aquellos que lo hagan simultáneamente en aguas exteriores e interiores o únicamente en aguas interiores, así como las embarcaciones auxiliares de instalaciones de acuicultura (es decir, todos los buques que forman parte del Registro Comunitario de Buques). 

La Ley regula también medidas de diversificación pesquera y acuícola (nuevo Capítulo VI del Título II), específicamente la actividad de pesca-turismo (arts. 74 y ss), con objeto de revitalizar las zonas costeras y rurales, una regulación que llama la atención en la medida en que las competencias sobre turismo son exclusivas de las Comunidades Autónomas. En este ámbito se introducen asimismo controles especiales en aras de la gestión sostenible de los recursos marinos vivos. 

También se introduce un artículo específico (art. 40 bis) sobre el control de la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada, para dar cumplimiento a los avances introducidos por la normativa comunitaria (Reglamento CE 1005/2008, de 29 de septiembre de 2008)

- Real Decreto 833/2014, de 3 de octubre, por el que se establece y regula el Registro General de Operadores Ecológicos y se crea la Mesa de coordinación de la producción ecológica (BOE núm. 252, de 17 de octubre de 2014). 

Esta norma se inserta en el sistema de producción agrícola ecológica, que comenzó a regularse en España mediante el RD 759/1988, de 15 de julio, por el que se incluyen los productos agroalimentarios obtenidos sin el empleo de productos químicos de síntesis en el régimen de denominaciones de origen genéricas y específicas de la Ley 25/1970, de 2 de diciembre, norma que ahora queda derogada. 

Responde al Reglamento (CE) 834/2007 del Consejo, de 28 de junio de 2007, sobre producción y etiquetado de los productos ecológicos, que llamaba a las autoridades nacionales y organismos de control a mantener actualizada una lista de los operadores sujetos a su control, a disposición de las partes interesadas. 

En ese sentido, mediante esta norma se establece y regula una base de datos nacional denominada Registro General de Operadores Ecológicos (REGOE), adscrito a la Dirección General de la Industria Alimentaria (art. 3), que incorporará los datos obrantes en los registros o sistemas de información de las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas (art. 5). Se trata fundamentalmente de poder identificar de manera inequívoca a todo tipo de operador ecológico, independientemente del tipo de actividad que desarrolle en este sector y de dónde tenga lugar tal actividad, a partir de un número de identificación fiscal (NIF) como código identificativos único. 

Asimismo, se crea una Mesa de coordinación de la producción ecológica (art. 6) como órgano colegiado de coordinación de todas las autoridades competentes en la materia, la cual sustituye la hasta ahora existente Comisión Reguladora de Agricultura Ecológica (CRAE), que se elimina junto con la derogación del RD 1852/1993, de 22 de octubre, que la regulaba. 

Las actividades de interlocución con el sector interesado, comprendidas en las competencias de la CRAE hasta este momento, se separan ahora y serán desempeñadas por la Dirección General de la Industria Alimentaria a través de un foro de participación sectorial donde tomarán parte las entidades representativas del sector (disposición adicional 2ª). 

Se establece finalmente la prohibición de que las medidas contenidas en esta norma supongan incremento de gasto público (disposición adicional 3ª). 

- Real Decreto 951/2014, de 14 de noviembre, por el que se regula la comercialización de determinados medios de defensa fitosanitaria (BOE núm. 303, de 16 de diciembre de 2014). 

En la presente norma se adapta la normativa al Reglamento (CE) 1107/2009, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, relativo a la comercialización de productos fitosanitarios, estableciéndose los requisitos para la comercialización de ciertos medios de defensa fitosanitaria, en particular, los organismos de control biológico, las trampas y otros medios o dispositivos de monitoreo que no estén directamente vinculados con el control de plagas (art. 1). Se desarrolla por tanto el el art. 45 de la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de Sanidad Vegetal, que establece el marco aplicable a los medios de defensa fitosanitaria distintos de los productos fitosanitarios, y se deroga la Orden APA/1470/2007, de 24 de mayo, que regulaba el procedimiento de comunicación previa en que se sustancia la regulación jurídica de estas cuestiones. 

La comunicación previa al órgano autonómico (que dará traslado al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente para su inscripción en el Registro Oficial de Productos y Material Fitosanitario) deberá poner de manifiesto, no solo el cumplimiento de todos los requisitos exigibles sino, además, que la puesta en el mercado de los mismos se hace bajo la sola responsabilidad del operador (art. 3), a quien incumbe disponer de la información acreditativa de los requisitos exigidos. 

Se exceptúan del régimen de comunicación previa los organismos de control biológico exóticos, que deberán someterse por tanto a régimen de autorización, por su mayor incidencia ambiental potencial, incluyéndose en el procedimiento autorizatorio un informe del órgano estatal competente en materia de conservación de la biodiversidad (art. 4). 

- Real Decreto 971/2014, de 21 de noviembre, por el que se regula el procedimiento de evaluación de productos fitosanitarios (BOE núm. 292, de 3 de diciembre de 2014). 

Al igual que el anteriormente comentado, este Reglamento desarrolla la Ley 43/2002, de 20 de noviembre, de sanidad vegetal, en este caso en lo ateniente al procedimiento de evaluación de los productos fitosanitarios, evaluación necesaria por cuanto estos productos pueden tener efectos desfavorables en la producción vegetal y entrañar riesgos y peligros para los seres humanos, animales y medio ambiente. El motivo de esta regulación es la aparición de nueva normativa comunitaria al respecto, en particular el Reglamento (CE) 1107/2009, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, relativo a la comercialización de productos fitosanitarios. 

La norma regula el procedimiento administrativo de autorización de productos fitosanitarios y de sus sustancias activas (art. 2), competencia del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (art. 3). En coherencia con la normativa comunitaria, se establece un proceso de evaluación (arts. 5 y ss) mínimo de doce meses de trabajo altamente especializado, y de tres o cuatro en el caso de la aprobación de sustancias activas. La evaluación deberá realizarse respetando los principios de independencia, objetividad y transparencia, teniendo presentes los conocimientos científicos y técnicos actuales. Las entidades científicas que participen en la evaluación deberán estar acreditadas expresamente para este fin. La norma regula asimismo el procedimiento y requisitos para la acreditación de tales entidades especializadas (arts. 13 y ss) y sus obligaciones (arts. 16 y ss). Se establece la necesidad de un estricto control continuo sobre la actuación de las entidades autorizadas (art. 18). 

2. Comunidades Autónomas 

F) Cantabria
- Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje (BOC Ext. Núm. 67, de 29 de diciembre de 2014). 

La Ley cántabra del Paisaje se inspira en el Convenio Europeo del Paisaje de Florencia, del 20 de octubre de 2000. Las previsiones normativas sobre paisaje ya existían en la Comunidad Autónoma cántabra inscritas en la Ley 2/2001, de 25 de junio de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo, que establecía condiciones paisajísticas al planeamiento y preveía la posibilidad de aprobación de planes especiales para la protección del paisaje. También se preveían los Paisajes Protegidos como espacios naturales de la Ley 4/2006, de 19 de mayo, de Conservación de la Naturaleza, y la Ley 11/1998, de 13 de octubre, de Patrimonio Cultural de Cantabria reconocía ya la categoría de Paisaje Cultural. 

La presente Ley propone un conjunto de instrumentos (de ordenación y de aplicación) para conservar y gestionar el paisaje, buscando implicar a las distintas administraciones con incidencia paisajística mediante el principio de cooperación, especialmente con las entidades locales (art. 8.1) e integrar la protección del paisaje en todas las políticas sectoriales que incidan sobre el mismo (art. 1.2). 

En cuanto a los instrumentos de ordenación, se establecen en primer lugar los Planes Especiales del Paisaje, que ya existían, y que pueden ser aprobados tanto por la Administración autonómica como por la local (art. 14). En segundo lugar, se crean las Directrices del Paisaje, con rango de Decreto, que tienen carácter estratégico y vinculan a ulteriores instrumentos de planificación (art. 15). Los Estudios del Paisaje tienen también rango de Decreto y carácter de planes, descomponiendo y caracterizando el territorio en atención a sus unidades, valores y objetivos de calidad (art. 16). La Ley define las unidades de paisaje y su modo de delimitación (art. 11). Se establece el procedimiento de aprobación de las Directrices y Estudios de Paisaje, competencia de la Consejería con competencias en materia de ordenación del territorio, que debe consultar a los Ayuntamientos, las administraciones afectadas y los agentes económicos y sociales (art. 17). 

Respecto a los instrumentos de aplicación, se crean los Proyectos de Actuación Paisajística, ejecutables por cualquier administración pública (art. 18), y los Análisis de impacto e integración paisajística, que son documentos técnicos dictados con el objeto de valorar y cuantificar la magnitud y la importancia de los efectos que una actuación puede llegar a producir en el paisaje y en su percepción y proponer las medidas adecuadas par evitar los impactos negativos. Deberán realizarse en el caso de actividades que requieran Ealuación de impacto ambiental, así como en los casos en que el planeamiento los exija (art. 19). 

Se establece la obligación de la Administración autonómica de elaborar un Catálogo de Paisajes Relevantes, que informará el ejercicio de la planificación y ejecución de proyectos (disposición adicional primera) y se amplía la operatividad de los Planes Especiales de ámbito municipal, mediante una modificación del art. 59.3 de la Ley 2/2001, de 25 de junio de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo (disposición adicional segunda). 

La Ley se aplica únicamente sobre planes y proyectos que aún no hayan iniciado su tramitación (disposición transitoria única). 

J) Aragón

- Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón (BOA núm. 241, de 10 de diciembre de 2014). 

Mediante esta norma se deroga la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la Gestión del Agua en Aragón (disposición derogatoria única, ap. 1). Sin embargo, ésta seguirá surtiendo efectos hasta seis meses tras la aprobación de la presente Ley (disposición final segunda), coincidiendo por tanto con las elecciones autonómicas y locales a finales de mayo de 2015. 

Asimismo, la disposición transitoria primera somete la participación en la tramitación de autorizaciones y concesiones autonómicas, en especial sobre la reserva de agua de uso exclusivo de los aragoneses (la llamada “reserva estratégica” de 6.500 Hm3 a que se refiere la disposición adicional quinta del Estatuto de Autonomía de Aragón), al correspondiente traspaso de funciones y servicios de la Administración General del Estado a la Comunidad Autónoma de Aragón. Por ello, esta importante novedad de la Ley queda desactivada hasta que se dé tal traspaso de funciones. 

Si bien la problemática básica de esta Ley se encuentra en el reparto competencial en materia de aguas entre Estado y Comunidades Autónomas, donde se prevén cláusulas competenciales (como aquella de la reserva estratégica) de dudosa compatibilidad con la Constitución, la normativa básica y la jurisprudencia constitucional, trataré en este informe lo relativo a las competencias de las entidades locales. 

En relación con tales competencias, el Título IV de la Ley asigna competencias a los municipios (art. 33) y las Comarcas (art. 33). 

Respecto a los municipios, cabe destacar la competencia sobre el abastecimiento en alta (captación y alumbramiento de los recursos hídricos y su gestión, tratamiento de potabilización, transporte por arterias principales y el almacenamiento en depósitos de cabecera de los núcleos de población) como en baja (que incluye su distribución, almacenamiento intermedio y el suministro o reparto de agua potable hasta las acometidas particulares o instalaciones públicas por parte de los usuarios). Igualmente el saneamiento o recogida de las aguas residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población a través de las redes de alcantarillado municipales hasta el punto de intercepción con los colectores generales o hasta el punto de recogida para su tratamiento; igualmente es competencia municipal la depuración de las aguas residuales urbanas, que comprende la intercepción, el transporte de las mismas mediante los colectores generales y su tratamiento hasta el vertido del efluente a las masas de agua continentales. Todas ellas eran competencias sustanciales ya reconocidas por la Ley 6/2001. 

Se añaden a las mismas la aprobación de tasas o tarifas que se establezcan como contraprestación por los servicios del ciclo integral del agua de uso urbano; también el control y seguimiento de vertidos a la red de saneamiento municipal, así como el establecimiento de medidas o programas de reducción de la presencia de sustancias peligrosas en dicha red. También se regula la posibilidad de delegar las competencias a las comarcas guardándose silencio sobre el contenido de la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local de 2013 que da entrada en estas cuestiones –como en general en cualquier servicio municipal- a las Diputaciones Provinciales en las condiciones que la misma LRSAL recoge.

Respecto a las competencias comarcales, éstas pueden existir, pero dependen plenamente de la citada delegación competencial por parte de los municipios, y también por parte de la Comunidad Autónoma en relación a la construcción, mejora y reposición de las infraestructuras de aducción y depuración. 

El art. 36.1 regula la Comisión del Agua de Aragón, en cuya composición habrá seis representantes de las asociaciones aragonesas de entes locales designados con criterios de paridad y representatividad de las entidades locales de las tres provincias y a tres representantes de los municipios de Huesca, Teruel y Zaragoza.

El art. 44 y ss regula el Plan Aragonés de Abastecimiento Urbano y el Plan Aragonés de Saneamiento y Depuración, cuya aprobación definitiva corresponde al Gobierno de Aragón (arts. 52 y ss). Estos planes priman sobre los de planificación urbanística, que deben adaptarse a ellos (art. 47). 

El art. 59 regula la posibilidad de suscripción de convenios de colaboración entre el Instituto Aragonés del Agua y las entidades locales para la planificación, financiación y ejecución de las infraestructuras del ciclo del agua. Para la financiación de las obras de saneamiento y depuración, se prevé –como anteriormente- que la partida fundamental provendrá de la recaudación del Impuesto sobre la contaminación de las aguas (art. 60). El mismo artículo prohíbe al Instituto Aragonés del Agua suscribir convenios con entidades locales o propietarios de superficies en las que vayan a tener lugar desarrollos urbanísticos si no queda asegurada la asunción por los propietarios de suelo de los costes relativos a la ampliación y refuerzo de las instalaciones de depuración existentes y su conexión con las redes generales. 

El art. 63 señala, como novedad, que los titulares de las redes que tengan un rendimiento inferior al que se determine reglamentariamente, podrán ser privados de financiación autonómica.

Finalmente se regula también el Impuesto sobre la contaminación de las aguas (arts. 79 y ss.) en la misma línea de la Ley 6/2001, que ya fue modificada profundamente en este punto. 
- Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón (BOA núm. 241, de 10 de diciembre de 2014). 

Mediante esta importante Ley, que viene a ocupar una posición central en el derecho ambiental de la Comunidad Autónoma de Aragón, se deroga la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, así como algunos Decretos. Llama la atención que su título añada la “prevención” a la protección ambiental, lo que guarda relación con la regulación de la evaluación de impacto ambiental que contiene.

Se dicta también en desarrollo de diversas Directivas europeas y legislación básica estatal aprobada en los últimos años, como por ejemplo la Ley 5/2013, de 11 de julio, por la que se modifican la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación y la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, reguladora de la evaluación ambiental de planes, programas y proyectos. También se adapta a otras leyes transversales, específicamente  a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios. En suma, la necesaria adaptación al derecho comunitario europeo y a la legislación estatal produce como resultado una normativa escasamente diferente de la del resto de Comunidades Autónomas. Existen sin embargo ciertas singularidades respecto a la norma estatal, como lo es la reducción de cargas administrativas para los promotores y ciudadanos, “ya que los plazos de tramitación de los procedimientos administrativos de evaluación ambiental se reducen respecto a los plazos otorgados al respecto en la legislación estatal”. 

La Ley pretende una regulación totalizadora en materia ambiental, tratando los tres grandes sectores del ordenamiento ambiental: la Evaluación ambiental de Planes, Programas y Proyectos, la Autorización Ambiental Integrada y la Licencia Ambiental. 

Respecto a la Evaluación Ambiental (tal y como sucede en la Ley estatal 21/2013) ésta comprende tanto la de Planes y Programas (la que se denominaba anteriormente “Estratégica”) como la de Proyectos. La norma sigue fielmente la Ley estatal 21/2013, y los Anexos se corresponden también con los estatales. Así, el anexo I se refiere a los proyectos sometidos a lo que se llama evaluación ambiental ordinaria, el anexo II a los proyectos sometidos a la evaluación ambiental simplificada y el anexo III a los criterios para determinar la posible significación de las repercusiones sobre el medio ambiente de los planes, programas y proyectos; esta última cuestión es capital pues sirve para la determinación de los supuestos no expresamente contemplados en los dos primeros anexos y que, sin embargo deben someterse a evaluación ambiental.

Un supuesto separado de las grandes categorías mencionadas en el párrafo anterior es la regulación de la Evaluación Ambiental en zonas ambientalmente sensibles. Estas son definidas en el art. 4 qq), comprendiendo los espacios protegidos de la Red Natura 2000, los espacios naturales protegidos declarados al amparo de la normativa del Estado o de la Comunidad Autónoma de Aragón, el ámbito territorial de los planes de ordenación de los recursos naturales; los humedales de importancia internacional incluidos en el convenio de Ramsar y los Humedales Singulares de Aragón; las zonas núcleo y zonas de amortiguamiento o tampón de las Reservas de la Biosfera; las áreas comprendidas en los planes previstos en la normativa de protección de especies amenazadas y las Áreas Naturales Singulares de Aragón comprendidas en la legislación de Espacios Naturales Protegidos de Aragón, en determinadas circunstancias. La singularidad de esta regulación es que proyectos que no deberían ser sometidos a evaluación ambiental en condiciones normales, deben serlo cuando “tengan incidencia” en estas zonas ambientales sensibles definiendo el art. 42 qué se entiende por tener incidencia. Los arts. 43 y 44 contemplan algunas particularidades de la evaluación ambiental en estos casos.   

Otro aspecto en el que se pone el acento en esta Ley 11/2014 es el de la determinación de en qué supuestos haría falta autorización administrativa (y no declaración responsable). Así, en el anexo IV de la Ley se recogen las actividades sometidas a autorización ambiental integrada, y en el anexo V se enumeran las actividades que están exentas de la intervención administrativa ambiental en el régimen de licencia ambiental de actividades clasificadas.

En cuanto al contenido de esta Ley que afecta a las Entidades Locales, hay que mencionar el sometimiento a evaluación ambiental “estratégica” del planeamiento urbanístico (arts. 11 y ss.) y, en general, la intervención de las entidades locales mediante informe en la elaboración del estudio ambiental estratégico de otro tipo de planes (art. 14); igualmente y con referencia a la evaluación ambiental de proyectos  se regula la consulta a las entidades locales en el procedimiento de evaluación de impacto y para que se pronuncien sobre la “sostenibilidad social” del proyecto que deba desarrollarse en su ámbito territorial (art. 29). 

En relación a esta última cuestión debemos resaltar su novedad y, obviamente, su contenido. Esta consulta se regula en el art. 9 (dedicado a información ambiental, participación pública y sostenibilidad social) indicando su apartado 4 que: “Las entidades locales afectadas por los procedimientos administrativos regulados por la presente ley incorporarán a los expedientes correspondientes un pronunciamiento expreso sobre la sostenibilidad social del plan, programa, proyecto o actividad. Dicho pronunciamiento deberá ser expresamente valorado por la Administración competente a los efectos de la resolución administrativa correspondiente”. El art. 4, por su parte, define Sostenibilidad social como “aquella que busca fomentar las relaciones entre los individuos y el uso colectivo de lo común conjugando crecimiento económico y respeto medioambiental con bienestar social, fomentando el mantenimiento y la creación de empleo, protegiendo la seguridad y la salud de las personas, asegurando la reducción de la pobreza y las desigualdades, y evitando las situaciones de exclusión social. Junto con el ambiental y el económico, es uno de los tres aspectos en que puede dividirse conceptualmente el desarrollo sostenible”. Esta definición arroja sobre las entidades locales una responsabilidad que puede llegar a ser problemática, dado el amplísimo contenido que debería tener tal informe según lo que se acaba de observar (art. 4). 

En la regulación de la autorización ambiental integrada, dentro de las actuaciones previas a la solicitud, aparece la emisión de informe urbanístico municipal sobre la compatibilidad de la actuación proyectada con el planeamiento urbanístico y las ordenanzas municipales relativas al mismo. Si el pronunciamiento municipal es negativo, el órgano competente emitirá una resolución por la que se ponga fin al procedimiento administrativo (vid. art. 53.3). Un informe positivo no prejuzga el sentido de la actuación que tendrá Ayuntamiento al otorgar licencias con posterioridad.

En el procedimiento de otorgamiento de la autorización ambiental integrada, se dispone la necesidad de la emisión de un nuevo informe del Ayuntamiento, art. 55 a). Y aparece aquí, igualmente, la emisión de un informe de sostenibilidad social.

Finalmente, en relación a la licencia ambiental, se regulan en el art. 71 las actividades que están sometidas a licencia ambiental y también aquéllas para las que basta una declaración responsable (art. 72 y Anexo V). La licencia ambiental la otorgar el Alcalde del Ayuntamiento en cuyo término municipal vaya a desarrollarse la actividad (art. 75), al igual que sucedió siempre ya desde el Reglamento de Actividades Molestas, Nocivas, Insalubres y Peligrosas de 1961.

El otorgamiento de estas licencias puede calificarse como reglado, pues el art. 77 indica que se denegará el otorgamiento de la licencia en el supuesto de que la solicitud sea contraria al ordenamiento jurídico y, en particular, no sea compatible con los instrumentos de planeamiento urbanístico o las ordenanzas municipales. En todo caso y en el trámite debe existir un informe del departamento competente en materia de ganadería si se trata de explotaciones ganaderas o núcleos zoológicos. 

Si el Alcalde no deniega de entrada la solicitud, debe remitirse esta al órgano competente para la calificación de la actividad (art. 77.2) desarrollándose simultáneamente un trámite de información pública excepto que por el objeto de lo solicitado deba tener lugar un procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria, en cuyo caso el expediente se someterá a información pública con el correspondiente estudio de impacto ambiental. 

Cuando concluya el período de información pública, el Ayuntamiento remitirá al órgano competente para la calificación de la actividad un informe razonado sobre el establecimiento de la actividad junto con el certificado del cumplimiento del trámite de información pública (art. 77.5). La Ley exime del trámite de calificación a las actividades sujetas a evaluación ambiental ordinaria y también excluye de dicho trámite a las actividades sujetas a evaluación ambiental simplificada; no obstante se dispone que los Ayuntamientos pueden solicitar el trámite de calificación de forma expresa y voluntaria (lo que, se supone, tiene el objetivo de suministrar la mayor información posible al Alcalde antes de que éste resuelva sobre la solicitud).

En relación a cuál sea el órgano competente para la calificación de la actividad se produce en la Ley 11/2014 una situación curiosa. El punto de partida de la Ley es que son las Comarcas quienes deben hacer esta calificación (art. 78) añadiendo el precepto que “dotando para ello del personal, medios y presupuesto necesarios para favorecer su desarrollo” (obligación de la Comunidad). Para cumplir su competencia se dispone que la correspondiente Comarca pida informe a los órganos competentes del Gobierno de Aragón, que se concreta en el Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (INAGA). Éste tiene que emitir informe vinculante cuando se trate de un proyecto que tenga incidencia en una zona ambientalmente sensible en los términos del art. 42. 

Finalmente, la Comarca emite el informe de calificación que tendrá carácter vinculante para la autoridad municipal cuando suponga la denegación de la licencia o la imposición de medidas correctoras (art. 78.4). Las Comarcas, incluso, pueden delegar en los Ayuntamientos la competencia para calificar las actividades sometidas a licencia ambiental de actividades clasificadas con arreglo a lo previsto en la legislación de régimen local (art. 78.6), debiendo tenerse presente los profundos cambios sobre el régimen de delegación de competencias que se produjeron por la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de diciembre de 2013.

Ahora bien, esta aparente competencia de las comarcas debe ponerse en relación con lo previsto en la disposición transitoria primera según la cuál: 

“1. La atribución efectiva a las comarcas de la competencia de calificación ambiental prevista en la presente ley exigirá su previa transferencia por parte de la Comunidad Autónoma con la consiguiente dotación presupuestaria adecuada y suficiente y su aceptación expresa por aquellas, con arreglo a lo establecido en la legislación reguladora de las comarcas.

2. Hasta que las comarcas no asuman la competencia de calificación ambiental, esta competencia se ejercerá por los órganos colegiados dependientes del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental denominados “Comisiones Técnicas de Calificación”, creadas mediante la disposición adicional primera de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, y cuyo funcionamiento se regula en el Decreto 213/2007, de 13 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de las Comisiones Técnicas de Calificación”.


Lo que quiere decir que en este momento, las cosas quedan exactamente igual que antes de la promulgación de esta Ley.

El articulado de la Ley en relación a esta licencia ambiental dice que los Alcaldes deberán resolver y notificar en el plazo máximo de cuatro meses contados desde la fecha de entrada de la solicitud en el registro municipal (art. 79.1). Transcurrido el plazo máximo podrá entenderse estimada la solicitud presentada, siempre que se haya emitido el informe de calificación de la actividad con carácter favorable o, en su caso, siempre que se hubiera formulado la declaración de impacto ambiental o el informe de impacto ambiental con carácter favorable.

Sobre el contenido de la licencia ambiental, el art. 80.1 dice que “…incorporará las prescripciones necesarias para la protección del medio ambiente, detallando, en su caso, los valores límites de emisión de contaminantes y las medidas preventivas de control y de garantía que sean procedentes, así como las prescripciones necesarias relativas a la prevención de incendios y a la protección de la salud y seguridad de los trabajadores y de los ciudadanos”.

Finalmente la Ley regula también la licencia de inicio de actividad, sobre la que el Preámbulo (apartado VII) dice lo siguiente:

 “Antes del inicio de la actividad, la ley exige un último requisito para las instalaciones sujetas a autorización ambiental integrada o a licencia ambiental de actividades clasificadas consistente en una licencia de inicio de actividad que incorpora la comprobación por parte del órgano municipal competente, todo ello sin perjuicio de que puedan iniciarse determinadas actividades mediante la presentación de una declaración responsable, así como la exención del trámite de licencia de inicio de actividad en determinados supuestos y la reducción a la mitad de los plazos de resolución respecto a los plazos que anteriormente establecía la Ley 7/2006, de 22 de junio”.

Lo relativo a esta licencia se regula en los arts. 84 y ss. Allí aparece el contenido que tiene que tener la solicitud, la necesidad de suscribir un acta de comprobación de las instalaciones y resolución y notificación por el Ayuntamiento en el plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su solicitud (art. 87.1). Caso de que transcurra este plazo sin resolver y notificar, se entiende otorgada la licencia dados los principios hoy existentes sobre el silencio administrativo positivo. 

También tienen interés las competencias del Ayuntamiento sobre inspección y control de las actividades sometidas a licencia ambiental de actividades clasificadas “sin perjuicio de la delegación de funciones en otras administraciones conforme a lo dispuesto en la legislación de régimen local” (art. 90.1.b). Debe resaltarse la existencia de distintos preceptos sobre planificación de las inspecciones ambientales, el personal inspector, la naturaleza jurídica de los órganos de control y la posibilidad de habilitar (autorizando) a organismos de control privados “nunca sustituyendo a una administración” (art. 94.2). Existen también competencias sobre suspensión de actividades (art. 101) y sancionadoras de los Ayuntamientos (art. 115).

- Ley 14/2014, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA núm. 256, de 31 de diciembre de 2014). 

La Ley de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad de Aragón introduce modificaciones en dos normas de carácter ambiental. 

En primer lugar, se modifica la Ley 2/1999, de 24 de febrero, de Pesca en Aragón (art. 30), dando una nueva redacción a su art. 16.3, que ahora señala que los cotos deportivos de pesca podrán ser declarados de cualquier longitud y que, en caso de recaer sobre embalses o pantanos, podrán abarcar la totalidad de sus orillas y de sus aguas. 

Otra novedad es la introducción como infracción de la pesca ilegal con redes (nuevo apartado 10º del art. 56), para sancionar con mayor dureza una práctica habitual que está diezmando las poblaciones piscícolas en algunos puntos de la geografía aragonesa. También se amplía el tiempo de prescripción de las sanciones leves, de los seis meses a un año (art. 71.1). 

Y en segundo lugar se modifica la Ley 9/2006, de 30 de noviembre, de Calidad Alimentaria en Aragón (art. 31), armonizándola con el Reglamento (CE) 834/2007 del Consejo, de 28 de junio de 2007, sobre producción y etiquetado de los productos ecológicos y con los principios de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior. Asimismo, se procede a mejorar la coherencia y claridad del texto normativo. 

Así, se modifica el art. 47 de dicha Ley, sobre el sistema de control sobre producción y etiquetado de productos ecológicos, que detalla las opciones de control a determinar por la Consejería competente en materia de agricultura, introduciéndose pequeños cambios clarificadores. 

- Decreto 179/2014, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la recolección y el aprovechamiento de setas silvestres en terrenos forestales (BOA núm. 225, de 17 de noviembre de 2014). 

Esta norma desarrolla el art. 8 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, que reconoce competencias a las Comunidades Autónomas sobre aprovechamientos forestales, y conforme al art. 18 del Estatuto de Autonomía de Aragón, que reconoce a todas las personas el derecho a gozar de los recursos naturales en condiciones de igualdad y el deber de hacer un uso responsable de los mismos y evitar su despilfarro. El motivo es la preservación y mantenimiento de la diversidad de especies micológicas en los montes aragoneses y la armonización de la creciente regulación por parte de las Entidades Locales propietarias de montes públicos, del aprovechamiento de las setas. 

El presente Reglamento deroga y sustituye al Decreto166/1996, de 29 de agosto, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el método de recolección de setas en los montes propios de la Diputación General de Aragón y en los declarados de utilidad pública, en la medida en que los conocimientos científicos han superado dicha regulación. Asimismo, se extiende la regulación a montes de cualquier titularidad y naturaleza jurídica. 

Se consideran recolectables únicamente las especies de setas silvestres comestibles o con uso medicinal, quedando la recolección del resto sujeta a autorización con usos divulgativos o educativos a miembros de asociaciones micológicas (art. 2). Los propietarios de los terrenos forestales son propietarios de las setas espontáneas que aparezcan en su finca o monte, si bien los aprovechamientos esporádicos son libres y gratuitos (art. 3). Los aprovechamientos se dividen en episódicos y regulados, y se rigen por lo dispuesto en la normativa local, y supletoriamente por la legislación sectorial de montes (art. 5). 

El aprovechamiento esporádico se realiza sin ánimo de lucro y ha de ser inocuo ambientalmente (art. 6); existe un cupo máximo de recolección de 3 kg de setas o volumen aparente de 10 litros por persona y día (art. 7). En el art. 8 del Decreto se regulan las limitaciones a este aprovechamiento episódico, previéndose que los propietarios reserven dicho aprovechamiento señalizándolo mediante carteles. Asimismo, el Director del Servicio Provincial del departamento competente en materia de montes podrá prohibir la realización de aprovechamientos episódicos de forma motivada por razones de conservación del recurso y previa audiencia al titular del monte. 

El aprovechamiento regulado es aquel en el que se obtiene un uso recreativo, comercial, educativo, divulgativo o científico, y es necesario contar con un permiso para llevarlo a cabo (art. 9); será necesaria licencia de aprovechamiento para que el titular del monte declare zona de aprovechamiento regulado (art. 10.5), y ésta zona deberá estar señalizada (art. 11). 

Se establecen también los requisitos mínimos de las ordenanzas que regulen el régimen específico de los aprovechamientos, las cuales deberán ser puestas en conocimiento del servicio provincial del departamento competente sobre montes (art. 13). 

La norma regula también los tipos de permisos en zonas reguladas (arts. 15 yss), que se dividen en ordinarios, comerciales, para miembros de asociaciones micológicas y para uso científico. Las ordenanzas contemplarán las contraprestaciones económicas a dichos aprovechamientos (art. 20). 

Se prevé también el sometimiento del aprovechamiento micológico a planificación mediante proyectos de ordenación de montes y otros instrumentos (art. 21). 

Finalmente, se regulan las condiciones generales de la recolección, previéndose prácticas prohibidas y prácticas a observar (arts. 24 y ss). 

Las Ordenanzas municipales vigentes en el momento de entrada en vigor de este decreto deberán adaptarse al mismo en un periodo de dos años (disposición transitoria segunda). 

Ñ) Islas Baleares
- Ley 10/2014, de 1 de octubre, de ordenación minera de las Illes Balears (BOCAIB, núm. 138, de 9 de octubre de 2014). 

La nueva Ley balear de ordenación minera, que sustituye a la preconstitucional Ley 22/1973 de minas, se propone regular integralmente el sector minero de las Islas Baleares, fundamentalmente consistente en explotación de canteras, buscando un equilibrio entre el desarrollo económico y la protección del medio ambiente y del paisaje (art. 1). 
La Ley no se aplica a la exploración y explotación de hidrocarburos líquidos y gaseosos, así como a la extracción ocasional y de escasa importancia (art. 2.2), que se define en su art. 5. 
Se crea el Consejo de la Minería de las Illes Balears como órgano colegiado de participación, consulta y asesoramiento en la materia, con funciones de asesoramiento y emisión de informes vinculantes en la elaboración de planes directores insulares y respecto a la tramitación de ciertas autorizaciones, y de informes sobre anteproyectos de ley, proyectos de reglamentos con incidencia en la minería y planes sectoriales de actividades extractivas (arts. 9 y ss). 
Se crea también el Registro Minero de las Illes Balears, donde deben inscribirse todos los derechos mineros autorizados o concedidos, así como sus modificaciones durante la vida de la explotación (art. 12). 
El Título III regula los Derechos mineros y el procedimiento para otorgarlos, que se establece como unitario e integrado, con independencia del tipo de recurso y de la actividad minera desarrollada. En dicho procedimiento, tiene importancia la participación de los municipios donde se situará el derecho minero, que intervienen en diversas fases de la tramitación, emitiendo informes sobre cuestiones de competencia municipal. 

Se establece la prohibición de autorizar canteras de minería metálica o a cielo abierto en áreas de especial protección de la Ley 1/1991, de 30 de enero, de espacios naturales y de régimen urbanístico, y se introduce un trámite ambiental para la solicitud de otros derechos mineros en dichas áreas, que se configura de manera similar a la evaluación de impacto ambiental, con la emisión de un informe ambiental que condiciona el sentido del procedimiento salvo circunstancias excepcionales (art. 16). 
Se regula también la necesaria prestación de garantías financieras, así como la posibilidad de suscribir contratos de seguros que cubran la responsabilidad civil de la entidad explotadora (Capítulo III). 
La Ley establece la obligación del titular del derecho minero de restaurar los terrenos explotados, en la que también ha de implicarse el propietario del terreno, a quien se impone la obligación de permitir el acceso a los terrenos para ejecutar su restauración (art. 46). Se regulan también los casos en los que la obligación de restaurar corresponde a la Administración (art. 47). 
En el Título V, se establecen mecanismo de coordinación, en particular con el régimen de evaluación ambiental, señalándose que no se podrán otorgar derechos mineros si previamente no se ha dictado la declaración de impacto ambiental, cuando ésta sea necesaria (art. 53). Asimismo, la disposición transitoria segunda establece la obligatoriedad de que todas las explotaciones mineras obtengan declaración de impacto ambiental. 
Finalmente, el Título VI regula la inspección minera, que corresponde a la Consejería competente en materia de minas, y el régimen disciplinario. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

1. Ruido: 

Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno) núm. 161/2014, de 7 de octubre de 2014 (rec núm. 965-2004). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Parlamento de Cataluña respecto de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido. Se impugna fundamentalmente la disposición final primera de la citada Ley estatal, cuando declara aplicables a los arts. 4.2 y 3 y a las disposiciones adicionales segunda y tercera los títulos competenciales del art. 149.1.13, 20, 21 y 24 CE. Considera la recurrente que la materia en la que deben quedar encuadradas las actuaciones reguladas en dichas disposiciones es la de medio ambiente, por lo que el Estado no puede ostentar competencias ejecutivas sobre la materia. 

El art. 4.2 se refiere a actividades realizadas sobre infraestructuras viarias, ferroviarias, aeroportuarias y portuarias y el 4.3 a actividades sobre obras de interés público, ambas de competencia estatal. Igualmente, las citadas disposiciones adicionales ser refieren a servidumbres acústicas de infraestructuras estatales y a aeropuertos y equipamientos vinculados al sistema de navegación y transporte aéreo. 
El TC comienza por encuadrar las competencias sobre la materia, reconociendo que el factor ambiental juega un papel fundamental, pero señalando que la competencia ambiental comprende exclusivamente “aquellas actividades encaminadas directamente a la preservación, conservación o mejora de los recursos naturales”, sin que puedan vulnerar otras competencias atribuidas al Estado constitucionalmente, indicando que  “(…) Ciertamente, las competencias en materia de medio ambiente pueden condicionar el ejercicio de otras actuaciones con incidencia territorial, pero no pueden invadir el ámbito reservado a las competencias en virtud de las cuales se desarrollan”. 
Prosigue examinando si las concretas actividades objeto de discusión, a pesar de tener una indudable finalidad ambiental, presentan una vinculación tal con las competencias estatales que exijan su desempeño por parte del Estado. 
Respecto a la elaboración, aprobación y revisión de los mapas de ruido y la información al público, considera el TC que tales actividades puede tener una incidencia directa en el funcionamiento de la competencia material, por lo que ha de ser el Estado quien las desempeñe, “ya que, en caso contrario, el ejercicio de las competencias medioambientales podría impedir o restringir el ejercicio de sus competencias”. 
En cuanto a la delimitación de las zonas de servidumbre acústica y la imposición de limitaciones, el TC llega a la misma conclusión sobre la procedencia de que sea el Estado quien ostente tal competencia, en la medida en que de no ser así, “las Comunidades Autónomas podrían dificultar o impedir el ejercicio de la competencia estatal sobre las obras públicas de interés general”. 
Respecto a la suspensión provisional de los objetivos de calidad acústica en un área determinada, el TC considera también que tal aspecto afecta a la actividad de las propias infraestructuras y obras y, por lo tanto, al ejercicio de las competencias estatales, por lo que “resulta justificado que sea el Estado quien acuerde la suspensión provisional”. 
En relación con la elaboración, aprobación y revisión del plan de acción en materia de contaminación acústica correspondiente a cada mapa de ruido y la correspondiente información al público, considera igualmente el TC que tal función debe corresponder “a la Administración que ostente la competencia en relación con las infraestructuras a que se refieran”, es decir, al Estado. 
Sobre la declaración de un área acústica como zona de protección acústica especial y la aprobación y ejecución de los planes zonales específicos, el TC señala que como determina la imposición de medidas o limitaciones que pueden afectar al funcionamiento o desarrollo de las infraestructuras, tal competencia debe ser igualmente del Estado, pues de lo contrario se estaría permitiendo a la Comunidad Autónoma “condicionar el ejercicio de la competencia estatal sobre dichas infraestructuras”. 
El mismo razonamiento lleva al TC a afirmar la competencia estatal sobre la declaración de un área acústica como zona de situación acústica especial, sobre la adopción y ejecución de medidas correctoras específicas, la declaración de zonas tranquilas en aglomeraciones y la competencia para la determinación de las servidumbre legales por razón de navegación aérea, 
De forma que, en conclusión, el TC desestima íntegramente el recurso de inconstitucionalidad. 
Presentan sin embargo dos magistrados (doña Adela Asua Batarrita y don Luis Ignacio Ortega Álvarez) voto particular discrepante en cuanto a las competencias sobre la delimitación de las zonas de servidumbre acústica y sus limitaciones, señalando que tales competencias corresponden, “según el bloque de la constitucionalidad y como reconoce la propia Sentencia, a la Comunidad Autónoma recurrente”, y por tanto, se está extendiendo la doctrina sobre la prevalencia sectorial estatal “a un caso en el que no concurre el presupuesto de hecho de aquella doctrina: que la imposición de limitaciones de usos, actividades, instalaciones o edificaciones tengan que ver directamente con el desarrollo o el funcionamiento de la infraestructura” ya que se trata de “decisiones ejecutivas del Estado que –según la propia Sentencia- imponen limitaciones sobre “sectores situados en el entorno de las infraestructuras, existentes o proyectadas, que no afectan en modo alguno al funcionamiento de aquellas ni están dirigidas a la seguridad de los usuarios, sino a la protección de la población y el medio ambiente”. “La única fundamentación de la competencia estatal que queda en la Sentencia emerge con nitidez en las cinco palabras con las que comienza su razonamiento: “El Estado ha de poder”. 
2. Fracking: 

Sentencia del Tribunal Constitucional (Sala Segunda) núm. 208/2014, de 15 de diciembre de 2014 (rec núm. 4983-2014). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad promovido por el Presidente del Gobierno en relación con la Ley Foral 30/2013, de 15 de octubre, por la que se prohíbe en el territorio de la Comunidad Foral de Navarra el uso de la fractura hidráulica como técnica de investigación y extracción de gas no convencional. 

Al igual que en anteriores recursos contra similares leyes autonómicas, en éste se alegaba vulneración de las competencias del Estado sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13) y sobre bases del régimen minero y energético (art. 149.1.25), que se consideran vulneradas por el carácter absoluto de la prohibición del uso de la técnica del fracking en todo el territorio de la Comunidad Autónoma Navarra, y se invocan las anteriores SSTC 106/2014, de 24 de junio y 134/2014, de 22 de julio, que ya declararon la inconstitucionalidad de leyes con contenido idéntico (la Ley cántabra y la riojana, que ya fueron comentadas en este foro). 

El letrado del Parlamento de Navarra, en su escrito de alegaciones, postula una modificación de la doctrina constitucional asentada, lo que comportaría una avocación del presente asunto para su decisión por el Pleno, y no por una Sala del alto tribunal, invocando las competencias autonómicas relativas a la protección del medio ambiente, ordenación del territorio y salud. 
La Sala del TC, constatando la sustancial identidad de la presente norma con las leyes cántabra y riojana declaradas inconstitucionales, acuerda su inconstitucionalidad reiterando su doctrina ya asentada: 
a) Que el título competencial relativo a la energía prevalece sobre las competencias ambientales autonómicas. 

b) Que la legislación básica estatal (La Ley 17/2013, de 29 de octubre, para la garantía del suministro e incremento de la competencia en los sistemas eléctricos insulares y peninsulares) “está atendiendo a las exigencias del principio de precaución”, al someter el fracking a evaluación de impacto ambiental (a lo cual me gustaría señalar que la legislación sobre EIA en realidad no responde a tal principio, sino al principio de “prevención”). 
c) Que la prohibición absoluta e incondicionada del fracking contradice de manera radical e insalvable la citada legislación básica. 

Por ello, el TC estima el recurso y declara la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de la Ley Foral 30/2013, de 15 de octubre. 
2. TRIBUNAL SUPREMO 

1. Espacios Naturales Protegidos: 

Sentencia del Tribunal Supremo (sala de lo contencioso-administrativo, sección 5ª) de 16 de octubre de 2014 (rec. núm. 4077/2012)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por “Ecologistas en Acción-CODA” contra la sentencia de la sección 8ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Madrid de 2 de octubre de 2012, mediante la cual se desestimaba un anterior recurso contra el Decreto 36/2010, de 1 de julio, del Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, que declaraba Zona Especial de Conservación (ZEC) el Lugar de Importancia Comunitaria (LIC) “Cuencas de los ríos Alberche y Cofio” y aprobaba sus Planes de Gestión. 
Se alega infracción de la Directiva 92/43/CE y de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, que obliga a aprobar planes y medidas “adecuadas” para las especies y hábitats de interés comunitario objeto de conservación en las ZECs que sean ajustadas a sus requerimientos ecológicos. La tacha que se hace al Decreto 36/2010 es que no tuvo en cuenta la existencia de especies protegidas en sus anexos. De la misma forma, se alega infracción de los arts. 217 y 218.2 LEC sobre valoración de la prueba, al realizar la valoración probatoria de forma arbitraria e infringir la sentencia la distribución de la carga de la prueba que incumbía a las partes. 

El TS acoge ambos motivos, señalando que efectivamente faltaban los datos técnicos de los que inferir los criterios de zonificación utilizados, y que “si la recurrente denunciaba la falta de motivación y arbitrariedad en la zonificación y en el establecimiento de medidas de gestión, correspondía a la Administración poner de manifiesto la existencia de tal justificación señalando a tal efecto en qué concretos informes o documentos se encontraban razonada y motivada la zonificación y el establecimiento de medidas de gestión”, y se separa de la sentencia de instancia indicando que ésta realizó una suerte de desacertada inversión de la carga de la prueba, pues reprochaba a la recurrente el que no se hubiesen incorporado a las actuaciones los trabajos técnicos previos, cuando tal obligación correspondía a la Administración. Además, “La exigencia de justificación resultaba en este caso particularmente intensa, dado que (…) el Plan de Gestión impugnado había dejado sin protección especies que figuraban como merecedoras de protección en los formularios elaborados en su día por la propia Administración” (FJ 4º). 
El TS por lo tanto casa la Sentencia de instancia, anulándola, y paralelamente anula el Decreto 36/2010, de 1 de julio (FJ 5º), sin hacer imposición de costas (FJ 6º). 
2. Residuos: 

Sentencia del Tribunal Supremo (sala de lo contencioso-administrativo, sección 5ª) de 17 de octubre de 2014 (rec. núm. 4493/2012)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por Ecologistas en Acción y la junta vecinal de Fombellida contra la Sentencia de 25 de octubre de 2012, por la que se desestimaba un anterior recurso contra la Resolución del Consejero de Medio Ambiente de 7 de septiembre de 2010, que desestimaba un anterior recurso de alzada contra la resolución del Director General de Medio Ambiente de 27 de enero de 2010 por la que se otorgaba autorización de gestión de residuos a la entidad mercantil “Técnicas de Residuos Campoo, S.L”, para la ejecución del proyecto “Planta de Reciclaje y Vertedero de Residuos de Construcción y Demolición” en la localidad de Celada Marlantes, en Campoo de En medio, e indirectamente contra el Decreto 15/2010, de 4 de marzo, por el que se aprueban los Planes Sectoriales de Residuos en desarrollo del Plan de Residuos de Cantabria 2006-2010. 

La Sentencia recurrida se había pronunciado sobre el hecho de que se concedió la autorización sin hallarse en vigor el plan (el Decreto 15/2010, de 4 de marzo), que se hallaba en curso de tramitación. Sin embargo, había desestimado el recurso considerando, siguiendo la STJCE de 1 de abril de 2004, conforme a la cual se consideraba viable la expedición de una autorización individual aunque los planes de gestión no se hubieran aprobado todavía, indicando que “no es tanto el requisito formal (existencia de plan previo) como sustantivo y en función de los bienes superiores protegidos los que han de ser valorados a la hora de considerar si existe o no vicio de nulidad de la autorización con referencia a la ubicación”. 

Los recurrentes acuden al TS alegando como motivo principal de casación infracción del art. 5.4 de la Ley 10/1998 de residuos, conforme al cual “los planes autonómicos contendrán (…) los lugares e instalaciones apropiados para la eliminación de los residuos”, afirmación que se reitera en el art. 14 del RD 105/2008. 

El TS analiza este motivo acudiendo a su propia jurisprudencia manifestada en la Sentencia de 18 de octubre de 2011, donde se recuerda que tales citado artículos transponen el art. 7 de la Directiva 91/156/CEE, del Consejo de 18 de marzo de 1991, que atribuye a la autoridad competente la obligación de establecer tan pronto como sea posible planes de gestión de residuos que se refieran en particular a “los lugares o instalaciones apropiados para la eliminación”. Y así, dice que “los planes de gestión deben prever criterios de localización espacial o geográfica de los lugares de eliminación de residuos y por ello han de incluir un mapa que señale el emplazamiento concreto que se dará a los lugares de eliminación de residuos o unos criterios de localización suficientemente precisos para que la autoridad competente para expedir una autorización con arreglo al art. 9 de la Directiva 91/156/CEE pueda determinar si el lugar o la instalación de que se trata está incluido en el marco de la gestión prevista por el plan”. 

Añade ahora el TS que “si al plan le resulta exigible como contenido indispensable tal género de determinaciones, la consecuencia lógica y natural que resulta de la indicada exigencia es que la autorización ha de otorgarse para los emplazamientos dispuestos por el plan y que, por tanto, no cabe el otorgamiento de autorizaciones sin el citado plan” y también que “de poco serviría la exigencia de que los planes autonómicos establezcan los lugares e instalaciones apropiados para la eliminación de los residuos (artículo 5.4) si luego no se considera exigible que la autorización singular se acomode a esa determinación del plan”. 

Reconoce el TS que en determinadas situaciones extremas o excepcionales cabría la posibilidad de que se otorgase la autorización sin plan, eventualidad que aparece contemplada en el párrafo 43 de la STJCE de 1 de abril de 2004 para supuestos de retraso en la adaptación del derecho interno a la Directiva, pero reconoce el TS que tales excepcionales circunstancias se den en el presente supuesto. 

Por todo ello, el TS estima el recurso de casación y anula la sentencia impugnada (FJ 5º), sin hacer imposición de costas (FJ 7º). 
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